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en juego el ejercicio de un derecho fundamental, la vali­
dez de la decisión de prórroga en cuanto pudieca con­
tener una remisión implícita a los motivos y fundamentos
manejados para aUtorizar inicialmente la .intervención
telefónica, entre otras razones porque la motivación ha
de atender a las circunst~ncias concretas concurrentes
en cada momento que legitiman-'Ié;! restricción del dere­
cho, aun cuando sólo sea para poner de manifiesto .la .
Persistencia de las mismas razones que, ensu día, deter­
minaron la decisión, pues sólo así pueden ser conocidas
y supervisadas. Así, la resolución que ahora se examina,
como ya se ha visto, se limita a acordarla prórroga
sin ofrecer motivo o fundamento alguno a.cerca de las
razones y circunstancias que aconsejaban la continuidad
de la medida, ni la necesidad de la misma. La ausencia
de toda jLlstificación en modo alguno puede quedar sub­
sanada por una supuesta remisión tác.ita, o por la pre­
sunta integración de la providencia con la motivación
del Auto anterior, puesto que tales .razones: entonces _
expuestas; con independencia de que·pudie'ran o no jus­
tificar la posterior- restricción del derecho, no se tradu­
jeron ni se. reflejaron en la decisión que determina -la
continuación de la- intervención telefónica, ni. siquiera
a través de una mínima referencia expresa. Por todo
ello, laausencia de toda motivación, al afectar a un dere- .
cho fundamental provoca, por ello mismo, la ¡nconsti-
tucionalidad de dicha medida. -

Las Sentencias impugnadas, en cuanto otorgan vali­
dez a la providencia que concedió la prórroga,vinie.ron
a desconocer las exigencias de motivaci.ón que resúltan
necesarias conforme a la reiterada doctrina de este Tri­
bunaJ resp~cto de las garantías necesarias para la válida
restricción de un derecho fundamental. En definitfva, la
intervención telefónica -así practicada, esto es, sin las
garantías exigibles de autorizaci6n judicial específica y
razonada, determinó que la intervención realizada a partir
de la prórroga (16de abril de 1988), no puede con­
siderarse valida.

Sentado lo anterior, resulta innecesario entrar a ana­
lizarlos demás argumentos esgrimidos relativos a esta
intervención telefónica, pues' el anterior defecto obser­
vado, por cuanto supone la ausencia de uno de los requi­
sitos formales esenciales, afecta a la prop,ia existencia
del supuesto habilitante de la -restricción del derecho
al secreto de las comunicaciones y, por consigúiente,
genera, por sí mismo, la prohibición de valoración de
la prueba al haber sido obtenida con vulneración de dere­
chos fundamentales.

De todo ello cabe concluir que, como se declaró en
la STC' 85/1994, ninguna eficacia probatoria pudo con­
cedérsele a la referida prueba por los órganos judiciales,
quienes debieron prescindir de la misma dada su nulidad
derivada de la vulneración 1 de un derecho fundamental
de los reconocidos en el Capítulo Segundo, Título I de
-la Constitución como de lo. dispuesto en el arto 11. 1
L.O.P.J.

7. Así las cosas, resta por examinar' sicbn inde­
pendencia de .los elementos de prueba que pueden
haberse -obtenido de las conversaciones telefónicas o
bien inmediatamente derivados de las mismas, existen
en el proceso otras·pruebas ,de cargo. válidamente prac­
ticadas de las que se pueda deducir la intervención del
actor en los hechos objeto de enjuiciamiento y por los
que resultó condenado.

Como se desprende de la Sentencia dictada por la
Audiencia Provincial, la única prueba que se tomó en
consideración para deducir la participación del actor en
los hechos relativos al tráfico de' las- sustancias estu­
pefacientes, fueron precisamente las conversaciones
terefónicas interceptadas tras la prórroga judicial, de
cuyo contenido la Sala concluye que el recurrente inter-

vino en la operación de tráfico de sustancias estupe­
facientes.

.En efecto, de la transcripción de las grabaciones se
observa que el día 19 de abril (en el período de prórroga),
uno de loscohdenados habló. con la esposa del actor,
y que el día 22 de abril de 1988 el mismo procesado
f1amó por teléfono al recurrente citándole al lugar donde
se encontraba la furgoneta que contenía la drogaí a fin
de trasladarla a un determinado local.

Así pues, aparte de la referida grabación telefónica,
noexisté ningún otro elemento de prueba independiente
que permita deducir válidamente que el actor colaboró
en el transporte del nachís y sólo se pudo acreditar este
hecho a través de unaprueba obtenida con la vuJneración
del derecho fundamental al secreto de las comunica­
ciones. En consecuenéia, puede afirmarse que no ha
existido en el proceso una actividad probatoria que pue­
da estimarse suficiente para desvirtuar la presunción
constitucional y, por ello, y sin necesidad de entra'r a
analizar los demás argumentos aducidos por el actor,

_procede estimar el amparo. .

FALLO

En atención- a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
.titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

1.° Estimar el presente recurso de amparo.

2.° Reconocer al recurrente su derecho fundamen­
tal a la presunción de inocencia.

. 3.° Anular las Sentencias de la Audiencia Provincial
de San Sebastián de 27 de mayo de 1990, y de la
Sala Segunda del Tribunal Supremo de 5 de octubre
de 1993, exclusivamente en cuanto condenan al

_recurrente en amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado». -

Dada en Madrid, a once de diciembre de mil nove­
cientos noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-:-Enrique
Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de- Parga y Cabrera.-Ja­
vier Delgado Barrio.-Firmado y rubricaqo.

745 Sala Primera. Sentencia 182/1995, de! 11 de
diciembre de 1995. Recurso de· amparo
422/1994. Contra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Málaga y Auto de la Sala Segun­
da del Tribunal Supremo que declara no haber
lugar al recurso de casación instado contra
la Sentencia anteriormente citada. Supuesta
vulneración del derecho a la presunción de
inocencia: actividad probatoria suficiente.

La Sala Primera del Trjb~nal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodr-iguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.y don Javier Delgado
Barrio, Magistrados, ha pronunciado -

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso' de amparo núm. 422/94 interpuesto
por don Ramón de los Reyes Santiago, representado
por la Procuradora doña María Rosario Viltanueva Camu-
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ñas y bajo la dirección del letrado don Rafael Gó.mez
Segura, contra la Sentencia de la, Audiencia Provincial
de Málaga, de 2 de febrero de 1993, y contra el Auto,
del Tribunal Supremo (Sala Segunda), de 9 de diciembre
de 1993, que declara no haber lugar al recurso de casa­
ción pl~teado contra la Sentencia anteriormente,citada..
Ha intervenido el Ministerio Fiscal y. ha sido, Ponente
el 'Magistrado don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera,
quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. ,Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 11 de febrero de 1994. doña Marfa Rosario Villa­
nueva Camuñas" Procuradora de 'los "Tribunales, inter­
pone recurso de amparo en nombre y representación
de don,Ramón de lo~ Reyes Santiago contra las reso­
luciones anteriormente referidas.

2. Los hechos en los que se basa la demanda de
amparo'son, en síntesis, los Siguientes:

A) la Audiencia Provincial de Málaga dictó e'nlos,
autos núm. 44/91 Sentencia de fecha 2 de febrero de
19'93, en la que se condenaba al hoyr~currente, como
autor de un delito contra la salud pública, ,a las penas

. de ,dos ,años, cuatro meses' y un día de prisión menor
y multa de un millón de pesetas# con arrestp sustitutorio
de treinta días, con las accesorias de suspensión de todo
cargQ público y, der:echo' de sufragio durante el tiempo
de duración ·de la pena privativa de' libertad y'al pago
de las costas procesales.

El relato de hechos probados describía que, a con-'
secuencia de la comprobación de funcjonarios de policía'
de las frecue,ntes visitas' de numerosos,toxicómanos al
domicilio del imputado, se solicitó y fue autorizado:por
el Juez Instructor un mandamiento de entrada y registro
en dicho domicilio el día 7de mayo de 1990, pra~
ticándose -se afirma allí- con intervención del Secre­
tario Judicial. El resultado de dicha diligencja fue el hallaz..;
go en la vivienda 'del acusado (1e21 papelinas conte­
niendo, según análisis realizado por la Unidad Provincial
de Málaga defMinisteriode Sanidad y Consumo; heroína

. con un peso de 0,41 gramos, valorados en 6~9JO pese­
tas. También fue hallada una. eegrancantidad .de joyas
procedentes de las ventas realizadas)) (sic), concluye la
fundamentación fáctica de aquella Sentencia. '

B), Esta Sentencia de la Audiencia Provincial de
Málaga fue recurrida en casación por el condenado,
basando el recurso en un sólo motivo: error en la apre­
ciación de la prueba, al amparQ del núm. 2 del ar1.·849
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (L.E.Crim.), relativo
al informe pericial efectuado por la Unidad Provincial
de Málaga del Ministerio de Sanidad y Consumo y el
Auto de entrada y registro y acta del mismo. - ,

La Sala Segunda del Tribunal Supremo, por Auto de
9 de' diciembre de 1993, (jeclaró no haber lugar a la
admisión del recurso de casación, condenando al
recurrente al pago de costas y pérdida del depósito.

3. ,La fundamentación ,jurídica' de la demanda dé,
amparo se basa en los siguientes argumentos:

El recurrente estima que la Sentencia que le condenó
como autor de un delito contra la saluQ pública se fun­
damentó exclusivamente, en el hallazgo de 0,4 gramos
de heroína en su domicilio, a consecuencia de la práctica
de una diligencia de entrada y registro ordenada por
Auto del Juzgado de Instrucción núm. 2 de ~stepona.

Considera que dicha' entrada y -registro vulneró' su
derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio,
consagrado' en el arto 18.2 e.E. en relación con el
arto 24 C.E, puesto que se llevó a cabo sin intervención
del Secretario Judicial, en contra de lo, afirmado en la
Sentencia, "Y sin qoe conste en las actuaciones que el

funCionario de pqlicía y el del Juzgado que firmaron el
acta .-tuvieren habilitados ·para actuar en funciones de
Secretario'Judicial.

Por' otra parte, añade el quejoso que esta diligencia
resulta contradictoria con la .prueba pericial efectuada
por la Unidad Provincial de Málaga del Ministerio de
Sanidad y Consumo. El Tribunal de lo Pena~debió negarle
validez y prescindir de la misma, y, al no existir otras
pruebas que pudieran inculparle, se produjo un atentado
contra el principio constitucional' de tutela judicial efec­
tiva del arto 24.1 ~ .con manifiesta indefensión para el '
recurrente. '

Solicita de es;te Tribunal que declare la nulidad de
la entrada y registro practicada Y/o la nulidad de sus
efectos; que declare asimismo la inexistencia de pruebas
inculpatorias y, en aras del principio de presunción de'
inocencia, se declare su libre absolución.

4. Mediante providencia de 22. de abril de 1994,
la Sección -Segunda acuerda, conforme a lo· previstóeri
eJ art.50.3 lOT<;, la concesión de plazo al recurrente
y al Ministerio Fiscal para la evacuación de alegaciones
relativas ,a la posible, concurrencia del motivo,,,de inad-'
misión consistente en -la falta manifiesta'de contenido

. que justifique una decisión de 'fondo por parte de este
Tribunal: -

A) En s'u escrito de 9 de mayo .de 1994, la repre­
sentación del recurrente reitera lo fundamental de sus
preten'sipnes,solicitando que se le otorgue el amparo~
. B} El Ministerio Fiscal, en su ,informe de 13 de mayo,

interesa la inadmisión, a trámite del recurso al considerar
que del· único documento acompañado a la demanda,
Auto, de Tribunal Supremo, se desprende que la prueba
de entrada y registro se practica con todas las garantías
que exige el arto 287 de la l.O.P.J. En cuanta al motivo
atinente a la presunción de, inocencia, estima que las
contradicciones invocadas por'elrecurrente respecto de
la prueba practicada son materia de legalidad ordinaria.
Por lo que, concluye, la demanda. carece de contenido

, constitucional que permita su admisiól') a trámite.

5. La providencia de la Sección Segunda, de 18
de julio de 1994, acuerda la admisión a trámite de la
demanda, la consecuente petición del resto de las actua­
ciones y el emplazamiento de cuantos fueron parte en
el proceso'"judicial antecedente.

6. 'La -¿rovidencia de 17 de octubre' de 1994, de '
la Sección Segunda, acuerda dar vista de las actuaciones
al solicitante de ampa~o y al Ministerio Fiscal para que
formulen las alegaciones que estimen convenientes.

7. En su escrito de 8 de noviembre de H~94 insiste
la representación del recurrente en lo sustentado en los
escritos de demanda, de amparo, con~iderando que el
conjunto de, act~aciones confirma las razones y funda-
mentos de la misma. . . -

El Ministerio Fiscal interesa de este Tribunal que dicte
Sentencia denegando el amparo. Entiende que la deman­
da no contiene argumentación alguna contra el Auto
de Tribunal Supremo que inadmitió el recurso de casa­
ción, fundado~xclusivamente en error en fa apreciación
de la prueba, .salvo que se presuma implícitamente que
el recurrente impugna este Auto en 'cuanto confirma

. la Sentencia condenatoria de la Audiencia Provincial de
Málaga. I \

Alega el Fiscal qúe el recurrente .invoca por primera
vez en la demanda de ampar'o el derecho fundamental
presuntamente vulnerado, el derecho a la presunción
de inocencia, yen este caso considera que tal vulne­
ración no s'e ha producido. Considera que, aun obser­
vándose irr&gularidades procesales en la diligencia de
entrada y registro, no se puede negar validez a las decla-
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raciones prestadas en el acto del juicio oral por los poli­
cías que intervinieron en su práctica; y, en todo caso,
afirma la existencia, de' prueba válida para enervar la,
presunción de inocencia, además de la diligencia de
entrada .' y registro, como son las declaraciones ~nel
acto del juicio oral de los policías que realizaron la vigi­
lancia del acusado y las declaraciones inculpatorias de
un testigo que, aun .cuando se retractó en -juicio oral,
declaró a presencia de la policía y del Juez Instructor,
p,or lo que las contradicciones entre las mismas pudieron
ser valoradas por el Tribunal. V, por último, deben ser
-tenidas en cuenta 'las contradicciones y afirmaciones del
propio acusado a lo largo de la instrucción.

8., Porescritc, presentado,en el Registro General de
este Tribunal el 1Z de enero de 1995, la representación
del' recurrente solicita la suspensión de la ejecución -de
la Sentencia de2 de febrero de 1994, de la Audiencia
Provincial de Málaga, pues lamisma conlleva la privación
de libertad del demandante, lo que le ocasiona un per­
juicio que haría perder al amparo su finalidad. ,

9. la ,providencia de laSecdón 'Segunda, de 16
'de eñero de 1995, acuerda 'Ia formación de la pieza
separada de suspensión y la concesión d~ plazo de ale­
gaciones por tres días al Ministerio Fi~cal.

ReCibidos'tos correspondientes escritosdel Ministerio
Fiscal, en postul~ción de la suspensión, la Sala acordó
mediante Auto proceder a la misma, excepto en lo rela­
tivo al pago de, las costas procesales. ....

10. Por provideneta de fecha 7 de diciembre
de 1995, se señaló:'para deliberación y votación' de la
presente Sentencia él d(a 11 delrnismo mes y año.

11. Fundamentos jurfdicos

1.' En el presente 'recurso de amparo, se denuncia',
vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva
sin indefensión y a la presunción de inocencia (art. 24~l
y 2 C.E.) y a la inviolabilidad del domicjljo (art. l8.2
C.E.). En apoyo de sus ,pretensiones el recurrente argu­
menta que fue condenado como autor de un delito contra
la salud pública sin que hubiera existidoprueba.de cargo.
SegÚn refiere, la Sentencia-condenatoria se fundame~ta

exclusivamente en una diligencia de entrada y registro
en su domicilio, practicada sin fa intervención del Secre­
tario Judiciál, y sin que conste que' el funcionario de
policía o el funcionario del Juzgado que firmaron el, acta
estuvieren habilitados para actuar en funciones ·de
Secretario. .

Pero el relato del recurrente contiene inexactitudes
y sus ,argumentos carecen d.esolidez.'Hay que señalar,
ante todo, que la presunta vulneración del derecho fun-
'damental a la inviolabilidad del domicilio, reconocido en
el art~ 18.2 C.E., se invoca, por primera vez, en la deman­
da de amparo. Ha sidct incumplido uno de los requisitos
del'planteamiento del recurso. ," .',;

El arto 44.1 c), de la lOTC es rotundo en la exigenCia
de la inmediatez entre la lesión producida y su denuncia
por la parte afectada, debiéndose, por tanto, formalizar
la invocación a través~ del acto procesal de alegación
o impugnación inmediatamente posterior a la pres~nta

vulneración del derecho fundamental. .
Este Tribunal, en' reiteradJsimas ocasiones ha, ésta­

blecido que la previa invocación'formal'del derecho fun­
damental alegado no es un ~equisito puratr:'ente.formal,
sino que se configura como un mecanismo esencial para
la articulación entr.el.a jurisdicción, ordinaria y la juris-
dicción constitucional, que impide que ante el Tribunal .
Constitucional se pUf:K:I(¡ln plantear demandas de amparo ­
fundadas en la vulneración de, derechos'fundamentales
por acciones u emisiones de órganos judiciales, a los

que nunca, se les haya dado' la oportunidad de tomar
en consideración talés derechos y su ·eventual lesión,
y poder, en. su caso, restablecer los derechos vulnerados
(entre otras,SSTC 1/1981,11/1982 Y 75/1984).

En el presente caso, el demandante no interpuso en
fase de instrucción recurso alguno contra el Auto del
Juzgado de Instrucción que ordenó la entrada y registro
en su domicilio, conforme a lo previsto en el ar1.787
l.E.Crim. Pudo hacer valer, su derecho, también, al
comienzo de las sesiones' de. juicio oral celebrado ante
la~'Audiencia Provincial de Málaga, en ~I trámite del
art 193.2 l.E.Crim. que configura una audiencia pre­
liminar, en el procedimiento abreviado, para alegar c:ual­
quier vulneración de derechos fund~mentales: Sin
embargo, a la vista' del aqta del juicio oral levantada
por, el Secretario Judicral, se' observa que el recurrente
no realiió ninguna invocación formal del deretho a la
inviolabilidad del domicilio, ni el Secretario hizo ,constar
'protesta alguna, a fin de pO'steriormente acretlitaren
la demanda de amparo el cumplimiento de e'5te pre-
supuesto procesal.
. la única lesión aducida,por el demandante en el escri­

to del recurso de casación contra 'Ia SentenCia conde­
natoria de la Audiencia Provincial de Málaga, se refería
al genérico derecho a1a tutela judicial efectiva (art. 24. 1
C.E.),sin~xpi"esarlas razones por lasque entend!a que
la- resolución impugnada atentaba también contra' su
derecho a la" inviolabilidad del domicilio, derecho que
posee entidad propia y autónoma, por lo que su invo­
cación no puede entenderse realizada a través de la ale-
.gación del derecho a la tutela judicial efectiva.

La falta de invocación previa del derecho fundamentS)1
a la inviolabilidad del dómicili(> impidió, tanto ala "Audien­
cia Provincjal como al Tribunal Supremo, reparar la pre­
sunta violación del. derecho que ahora, en 1" demanda
de amparo, se entientie conculcado, pretensión que se
presentó per saltum ante este Tribunal.

Ha de apreciarse, ,en ,suma" respecto de este motivo
de' amparo, la concurrencia de la causa de inadmisibilidad,
ahora desestimación, establecida en el/art. 44.1 c) de
la Ley Orgánica de este Tribunal.

2. El objeto 'del presente recurso se centra, pues,
en la presunta vulneradón de los otros derechos cons­
titucionales alegados, el derecho a la tutela judicial efec­
tiva y el derecho a la presunción de inocencia.

El examen de las actuaciones pone de- manifiesto que
ho se ha vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva.
Como reiteradamente viene declarando este Trjbunal
Constitucional, tal derecho supone obtener una decisión
judicial Gongruente con la pretensión deducida y fundada
en Derecho, Siempre ,que se cumplan los requisitos prQ­
cesales establecidos para ello, y al margen de que tal
decisión séa O, no favorable a la pretensión del actor
(SSTC 55/1984, J 06/1984., 411985, entre otras
muchas). .

En él' presente casó, la cuestión planteada por el
recurrente en el recurso de casación fundado en un único
motivo, infracción de ley con base procesal en el núm.
2 del art.849 L.E.Crim., «error en la apreciación de la
prueba)), obtuvo respuesta en el Auto del Tribunal Supre­
mo que inadmitió el recurso de casación,emitienQo al
efecto pronunciamiento jurídicamente razonado sobre
la pretensión de fondo, debatida en el proce~.

3. En cuanto á la pretendida vulneración del derecho
fundamental a'la presunción de inocencia, es de destacar
que el demandante basa' su recurso en la ausencia de
material probatorio sufiCiente para fundamentar una sen­
tenCia condenatoria, al negar validez a la única prueba
que, a su entendér, fue determinante del falló.
. Planteado así el asunto, hemos de recordar la doctrina
de este Tribunal en torno a la presunción de inocencia.
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Tenemos dicho desde la STC.31/1981, que la presun­
ción de inocencia está explícitamente.incluida en el ámbi­
to del amparo, y que 'corresponde al Tribunal. Consti­
tucional estimar si dicha presunción iuris tantum ha que­
dado desvirtuada. Estimación que ha de hacerse con
respeto al·..principio de libre apreciación de la prueba

. por parte del Tribunal penal y a la propia configuraCión
del recurso de amparo.

La función de este Tribunal Constitucional, en defi­
nitiva, cuando se alega I.a presunción de inocencia, con­
siste en verificar si ha existido una actividad probatoria,
producida con todas las garantías procesales y que, de
algún modo, pueda entenderse de.cargo, de la que se
pueda deducir laculpabilidad del demandante;',

La Sentencia de ia Audiencia Provincial de Málaga
considera que los hechos probados constituyen un delito
contra la salud pública y se apoya para ello_en los siguien­
tes datos: 1) La actuación de la policía al intervenir en
la diligencia de entrada y registro; 2) las declaraciones
efectuadas en el acto del juicio oral por los funcionarios
de policía que intervinieron en la vigilancia de la vivienda
del acusado y comprobaron que era frecuentada por
numerosos toxicómanos; 3) las declaraciones de la
madre de ,un toxicómano que afirmó ante el Juzgado
de Instrucción que el acusado era quien suministraba
droga a su hijo, ·aun ,cuando se retractó en el actó del
juicio oral en favor delréo.· .

Resultan inexactas, por tanto, las afirmaciones del
demandante de amparo en cuantQ a que la única prueba
qu~ sustentó la' condena fuese la ocupación de la droga
en su'domicilio a consecuencia de la entrada. y registro.
Aun prescidiendo de' esta prueba, tachada. de inválida
por el recurrente, el tribunal penal fundó su faHo en las
siguientes pruebas practicadas y tenidas en cuenta en
la Sentencia: .

A) Los policías que habían efectuado ,la vigilancia
del domicHio del acusado, declararon en el acto del juicio
oral sobre las frecuentes visitas de toxicómanos al mis­
mo. Estas declara'Ciones, junto a otras, con un contenido
propiamente referencial, verbigracia el conocimiento a
través de terceros de que el acusado se dedicaba al
tráfico de drogas, incorporan al relato de hechos lo per­
cibido directamente por los funcionarios, lo que cons-
tituye prueba indiciaria.-., . . ,

Este Tribunal ha considerado admisible la pruebaindi­
ciaria siempre que,cQn base en un hecho plenamente

. acreditado, pueda inf~.rirse la existencia de otro por haber
entre ambos un enlace preciso y directo, según las reglas
del criterio humano mediante un proceso mental razo­
nado. Se trata pues, de una operación lógica consistente
en un razonamiento inductivo, cuyo discurso ha 'de refle­
jarse en la Sente~cia (SSTC 174/1985, 175/1985,
217/1989,40/1990 y 93/1994).

B) Respecto a la prueba consistente en la decla­
ración de la testigo doña Antonia Bracho, quien en el
acto del juicio oral se retractó de sus anterjores mani­
festaciones inculpatorias, se constata que el Tribunal pro­
cedió conforme a lo establecido en el arto 714 L.E.Crim.

El valor de ambas pruebas (A y B) fue razc;mado sufi­
cientemente como fundamento de la Sentencia conde­
natoria, por. lo que· el.resultado de tales apreciaciones
esirrevisable en vía constitucional; al ser valoradas esas
pruebas en 'el ejercicio de una facultad perteneciente
a la,potestad jurisdiccional que elart. 117.3 C..E. atribuye
en exclusiva a Jueces y Tribunales (STC 80/1986, entre
otras muchas). ,

En consecuencia, verificada la existencia de la exigible
actividad probatoria de cargo, con todas las garantías,
se. llega a la conclusión de que no se ha producido la
vulneración del derecho reconocido en el arto 24.2 C.E.
a la presunción'de inocencia.

FALLO

En . atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
'Deneg~r el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

. Dada en Madrid, a once de diciembre de mil nove­
cientos noventa y cinco........Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón."'-Manuel
Jiménez de Pargay Cabrera.-Javier Delgado Barrio.-Fir­
mado y rubricado.

746 Sala Primera. Sentencia 183/1995, de 11 de
diciembre de. 1995. Recurso de amparo
1.560/1994. Contra Sentencia de la Sala Pri­
mera del Tribunal Supremo que estima recur­
so de casación promovido contra la dictada
en apelación por la Audiencia Provincial de .
Barcelona en autos seguidos por el cauce de
la Ley Orgánica 1/1982. Supuesta vulnera­
ción a la libertad de expresión: indebidá intro­
misión en el honor de. una persona jurídica.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz VillaIón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Pargay
Cabrera y don Javier Delgado Barrio, Magistrados, ha

, pronunciado

EN NOMBRE DEL REY,

la siguient~

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.560/94, promovido
por don José RamónCorreaJ Modol y «Diario de la Maña­
na, S.A.», bajo la representación p'rocesal del Procurador
de los Tribunales. don S~turnino Estévez Rodríguez y la
asistencia letrada del Abogado don José María Moragues
Serna, contra la Sentencia de la Saja Primera del Tribunal
Supremo, de 5 de abril de 1994, que estimó el recurso
de casación promovido contra la dictada en apelación

,por la Audiencia Provincial de Barcelona en autos segui­
dos por el cauce de la Ley Orgttnica 1/1982, de pro­
tección del derecho al honor, a la' intimidad ya la propia
imagen. Han sido parte la mercantil «Luxury, S.A.», don
Pablo Jqrge Miguelsanz y don, Pedro Cortés Espuñes,
representado por el Procurador Sr. Sánchez Masa y bajo
la asistencia letrada del Sr. Lázáro'. Ha intervenido el
Ministerio Fiscal y ha sido Ponénte 'el Magistrado don
Vic~nte Gimeno Sendra,quien expresa el parecér de
la Sala.'

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado ante este Tribunal el
día 11 de mayo de 1994, don Saturnino Estévez Rodrí­
guez, Procurador de los Tribunales y de don José Ramón
Correal Modal y «Diario de la Mañana, S.A.», interpuso
recurso de amparo' constitucional contra la Sentencia
de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de 5 de abril
de 1994, por la que se estima el recurso de casación
promovido contra la dictada en apelación por la Audien­
cia Provincial de Barcelona, de 8 de octubre de 1990,
en autos sobre derecho al honor ya la propia imagen.


